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I. LA CREACIÓN DE LA COMISIÓN NACIONAL 
DE DERECHOS HUMANOS Y SU 

CONSTITUCIONALIZACI~N 

El 6 d e  junio de  1990, el Presidente Constitucional de  los Esta- 
dos Unidos Mexicanos, licenciado Carlos Salinas d e  Gortari, 
creó mediante un decreto presidencial la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos como u n  organismo desconcentrado de  la 
Secretaría de Gobernación. 

Los aspectos más importantes respecto de  esta nueva Insti- 
tución fueron: a) el titular del Poder Ejecutivo Federal recogió 
e hizo suya una seniida demanda popular para mejorar la de- 
fensa y la protección d e  los Derechos Humanos; b) él  mismo 
decidió dar pasos hacia adelante e n  este aspecto. Al principio 
de su sexenio se había estructurado una nueva Dirección Gene- 
ral e n  la Secretaría de  GobernaciSn, precisamente la d e  Dere- 
chos Humanos. Con el  mencionado Decreto se  mostraba la 
clara voluntad política de reforzar y avanzar en  ese camino, sus- 
tituyendo a esa Dirección General por un  organismo con más y 
mayores atribuciones; c) se creó a la Comisión Nacional como 
una  especie d e  Ombudsman, pero además se le dotó d e  fun- 
ciones que  generalmente no  tienen estos organismos, como h 
difusión, la divulgación, la capacitación y el fortalecimiento de 
la cultura de los Derechos Humanos; d) se vinculó al nuevo or- 
ganismo estrechamente con la sociedad al constituírsele u n  
Consejo integrado por diez personalidades respetadas en  Méxi- 
co  por  su  independencia de  criterio, honestidad y trayectoria 
profesional; e) se  dejó a la institución dentro del organigrama 
d e  la Secretaría de  Gobernación, porque a esa Secretaría le atri- 
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buía competencia la Ley Federal d e  la Administración Pública 
sobre la cuestión de  los Derechos Humanos;B se dejaba claro 
q u e  las Recomendaciones sólo tendrían sustento e n  las evi- 
dencias del expediente, sin que ninguna autoridad pudiera tratar 
de influir sobre ellas. 

El Presidente d e  la República prometió apoyo y autono- 
mía a la Comisión Nacional. En diversas ocasiones manifesta- 
mos que esa promesa fue una realidad cotidiana durante la vigencia 
de ese Decreto. 

Una vez creada la Comisión Nacional, algunas organizacio- 
nes y personas cuestionaron su marco jurídico, desde la facul- 
tad presidencial para crearla hasta los aspectos esenciales que 
conforman a u n  Ombudsman, así como las materias que  fue- 
ron excluidas de su competencia. Se dio una interesante discu- 
sión, que fue fructífera en varios aspectos. 

En esos días algunos juristas preguntaban por qué dicha insti- 
1 

tución no  nacía por mandato constitucional, o al menos con apo- 
yo en una ley emanada del Congreso de la Unión. 

1 
El fundamento jurídico de  la Comisión Nacional d e  Dere- 

chos Humanos tenía firmes bases legales, ya q u e  tanto la ley 
1 como la jurisprudencia otorgan al Presidente d e  la República 

facultades para crear órganos desconcentrados. Este principio 
no  ha sido cuestionado mayormente en  el orden jurídico mexi- 
cano, y es curioso que  casi ninguno de  esos órganos así crea- 
dos había sido impugnado, y menos con la virulencia con la 
que lo fue la Comisión Nacional, por parte de  algunas personas 
con intereses políticos claros y definidos. 

Ahora bien, nunca tuvimos ninguna duda de  que  el marco 
jurídico de  la Comisión Nacional debería de  ser perfeccionado, 
y así lo expresamos desde el Primer Informe Semestral de  Acti- 
vidades, lo cual reiteramos en varias ocasiones; sin embargo, está- 
bamos de acuerdo con su creación a través del Decreto Presidencial, 
por las siguientes mnes :  

a) Jurídicamente se podía hacer porque el Presidente de la República 
posee esa facultad; 
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b) La figura del Ombudsman era muy poco conocida en México, e 
incluso juristas destacados no tenían ninguna noción sobre ellil; 
para comprobarlo baste repasar la cantidad de desatinos que se 
expresaron; 

c) Se inició una gran polémica, como era de esperarse, sobre las 
principales características de la Comisión Nacional y sobre su 
competencia; 

d) Era preferible que el Ombudsman nacional pudiera tener un mejor 
marco jurídico una vez que la sociedad hubiera comprendido y 
aceptado a la institución del Ombudsman, pero fundamentalmen- 
te que hubiera contemplado sus resultados. 

Hemos de manifestar que en la Comisión Nacional considerába- 
mos que el período que sería necesario para presentar un pro- 
yecto de ley a la consideración del Congreso de la Unión sobre 
esta institución sería aproximadamente de tres años y otros dos 
o más para lograr su inclusión en la Constitución de la RepJI- 
blica, especialmente porque algunos aspectos del Ombudsman 
son de carácter técnico y se advertía una gran reticencia en al- 
gunos medios jurídicos y políticos para aceptar esta nueva Iris- 
titución en nuestro Derecho. 

En la Comisión Nacional nos propusimos divulgar lo más 
que pudimos el concepto del Ombudsmun y las características 
sobresalientes de la propia Comisión Nacional a través de los 
medios masivos de comunicación, publicaciones y organización 
de coloquios y simposios, pero especialmente a través de r e d -  
tados y más resultados: que la sociedad mexicana contemplara 
que aquélla es una Institución útil y que realmente cumplía 
con los objetivos para los cuales fue creada. 

La sociedad mexicana reaccionó con una madurez sorpren- 
dente y fue haciendo suyos los postulados de la Comisión Na- 
cional. Lo más importante de este proceso fue que la sociedad 
vio hechos y le constaban los resultados. Por ello, poco des- 
pués de su primer aniversario, el Consejo de la Comisión Na- 
cional dio instrucciones a su Presidente para que se preparara 
un proyecto de Ley Orgánica de la Comisión Nacional de Dere- 
chos Humanos, documento que el propio Consejo conoció, dis- 
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cutió y enriqueció. Entonces, se presentó a la consideración del 
Presidente de la República, quien públicamente lo aceptó; pero, 
además, propuso que ya era el momento de  que se discutiera 
la idea de incluir la institución del Ombudsman a nivel consti- 
tucional. 

El Presidente de la República envió el proyecto de  reforma 
para "constitucionalizar" a la Comisión Nacional el 18 de  no- 
viembre de 1991. Dicho proyecto fue aprobado por unanimidad 
en el Senado y en  la Cámara de Diputados por 229 votos a fa- 
vor, 55 aprobatorios pero con reservas y 3 en  contra. Con lo 
anterior queda claro que  la idea del Ombudsman e n  México 
había triunfado y que la Comisión Nacional había ganado u n  
amplio soporte social. Las legislaturas locales también aproba- 
ron el proyecto, y éste se convirtió en  parte de la Constitución, 
habiéndose publicado el decreto respectivo en el Diario Oficial 

i de la Federación, el 28 de enero de 1992. 
En esta forma, la Comisión Nacional de Derechos Humanos 

logró su base constitucional poco después de un año y medio 

! de su creación y cuando hubo consenso para ello. Este proce- 
so, tal y como se llevó, fue lo más favorable jurídica, social y 

l políticamente, porque México no hubiera ganado nada, y sí 
1 

perdido mucho, si e n  junio de  1990 se hubiera propuesto 
una reforma constitucional que no hubiera sido comprendi- 
da ,  p o r  desconocimiento de  las características d e  la figura 
de l  Ombudsman, tal y como ya lo afirmamos, y entonces la 
institución hubiera nacido vulnerada por la controversia o el pro- 
yecto hubiera quedado congelad6 en el Congreso en  espera de 
una mejor oportunidad. 

Con su "constitucionalización", la Comisión Nacional asegu- 
ra su  permanencia y logra un gran triunfo para la institución 
del Ombudsman: el que no es un remedio milagroso para evitar 
todas las arbitrariedades o un "sanalotodo" como se ha expresa- 

l do,' pero sí es un valioso auxiliar para alcanzar una mejor justicia 
y un buen instrumento en la lucha contra la impunidad. 

' Jorge L. Maionna. El Ombdusmn, defensor del pueblo y de las instituciones 
republicnnas, Ediciones Macchi, Buenos Aires, 1987, p. 4. 
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Hubo varias propuestas para ubicar la institución del Ombudsmun 
en diversos artículos constitucionales, como el primero; un pá- 
rrafo adicional al artículo 14 o al 16; que el contenido del artí- 
culo 23 se agregara al 22 y entonces quedaba disponible ese 
espacio; un 24 bis, ya que  con ese artículo realmente se 
concluye la numeración de las llamadas garantías individuales; 
o un 29 bis en virtud de ser el último artículo de ese título 
constitucional. 

Estas proposiciones no prosperaron, porque se consideró 
que no era adecuado que en la declaración sustantiva de las 
denominadas garantías individuales se incorporaran las bases 
de uno de los procedimientos de su defensa, además de que 
los otros procedimientos o garantías procesales ,que integran el 
contenido de la jurisdicción constitucional mexicana no se en- 
cuentran entremezclados con la declaración sustantiva. Respecto a 
los artículos bis, se consideró que, si bien hay algunas Constitucio- 
nes que los tienen, en México ello es desconocido y no es técni- 
camente adecuado en una Ley Fundamental. 

Se propuso, asimismo, que se adicionara el artículo 73 con 
una nueva fracción, para darle al Congreso de la Unión facul- 
tad para legislar al respecto. Se pensó que ello no era conve- 
niente, porque además era indispensable establecer a nivel 
constitucional algunas de las características primordiales de la 
institución. 

También, aunque con menor fuerza, hubo propuestas para 
que se ubicara en alguno de los artículos sobre el régimen de 
las entidades federativas o en el de las responsabilidades de los 
funcionarios públicos. 

Nuestra Constitución fue redactada en 1917, y es difícil en- 
contrar una ubicación perfecta a nuevas instituciones como es 
la del Ombudsman; y por ello siempre se podrán encontrar in- 
convenientes a cualquier colocación; sin embargo, consideramos 
que la mejor, o si se quiere la menos mala, es precisamente la que 
se adoptó: adicionar el artículo 102 con un Apartado B. Al res- 
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pecto, en la exposición de motivos de la iniciativa presidencial 
se señaló que: "El actual artículo 102 contempla la organiza- 
ción y atribuciones del Ministerio Público de la Federación, en 
su carácter de representante de los intereses de la sociedad, en su 
conjunto, por lo que  la adición que  proponemos inmediata- 
mente después de aquella institución, para aludir a los organismos 
protectores de los Derechos Humanos, complementaría y reforza- 
ría el espíritu eminentemente social de dicho precepto." Estamos 
completamente de acuerdo con esta idea, y la misma es apoyada 
por dos escritores que se han ocupado de este tema, los docto- 
res Miguel Concha y José Luis Stein.* 

La redacción del proyecto de Apartado B del articulo 102 
Constitucional persiguió el propósito de la brevedad: que con- 
tuviera todo aquello que era indispensable regular a nivel cons- 
titucional, pero expresado con las menos palabras posibles. 

1 

l 
t El artículo 102, Apartado B, de nuestra Constitución, puede ser 

examinado de acuerdo con los principios que comprende y que 
son los siguientes: 

La creación de organismos de protección de Derechos Humanos. 
La expedición de Recomendaciones públicas autónomas no obliga- 
torias para la autoridad. 

3. El establecimiento de su competencia. 
4. La exclusión de ciertas materias de su competencia. 
5. La figura del Ombudsman judicial. 
6. La creación de un sistema nacional no jurisdiccional de protección 

de los Derechos Humanos. 
7. Las disposiciones transitorias. 

Miguel Concha Malo. Ln reforma constitucionalen materia de Derechos Humanos 
en La Jornada del 3 d e  octubre de 1992, p. 111; y en José Luis Stein Velasco, "La reforma 
constitucional en materia de Derechos Humanos", en Reformas Constitucionales y 
Modernidad Nacional, Editorial Porrúa, S. A., México, 1992, p. 102. 
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Examinemos dichos principios: 

1. La creación de organismos de protección 
de Derecbos Humanos 

El precepto constitucional ordena que tanto el Congreso de la 
Unión como las legislaturas de los Estados crearán, en el ámbito 
de sus respectivas competencias, organismos de protección de los 
Derechos Humanos que otorga el orden jurídico mexicano. 

Este precepto no deja discrecionalidad a los cuerpos legisla- 
tivos respecto a la creación de esos organismos. Están obligados 
a establecerlos, y ellos son varios: uno con competencia nacional, 
uno para cada una de las entidades federativas y uno para el Dis- 
trito Federal. Es decir, este mandato fue un voto en favor del fede- 
ralismo mexicano. La otra posibilidad era que sólo existiera un 
solo organismo -la Comisión Nacional de Derechos Humanos- 
con delegaciones en todas las entidades federativas; es decir, un 
sistema centralizado.' 

Sin embargo, el poder revisor de la Constitución fue propicio 
a un sistema descentralizado: la existencia de 34 organismos, uno 
en cada entidad federativa, creado por la propia legislatura local, 
respetando los principios que señala la Ley Fundamental y con 
competencia para conocer presuntas violaciones de Derechos Hu- 
manos cometidas por las autoridades de esa entidad federativa. 

La anterior decisión nos parece muy adecuada, aunque ha 
recibido algunas críticas, entre las cuales pueden citarse las que 
sostienen que se corre el peligro de que se den pasos hacia 
atrás en los logros obtenidos por la Comisión Nacional; que di- 
fícilmente los gobernadores van a permitir que las Comisiones 
locales actúen realmente con autonomía; que va a ser compli- 
cado que los funcionarios de esas Comisiones no se dejen pre- 
sionar por los diversos factores de poder de esa entidad: 

A dichas críticas se les ha contestado que es necesario ob- 
servar cómo funcionan en la realidad dichas Comisiones locales, 
ya que el escepticismo que existió cuando se creó la Comisión Na- 
cional se está repitiendo en esta estapa del establecimiento de las 
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Comisiones locales. Pero siempre será mejor, de  acuerdo con 
las exigencias de la sociedad, crear y reforzar estructuras que 
fomentan la descentralización como la primera opción en  las 
propuestas gubernamentales, y la centralización sólo procede 
ante el fracaso de la estructura descentralizada. Hacemos un 
ferviente voto para que el sistema descentralizado de Ombuds- 
man en  México sea un éxito. Sería extraordinariamente triste 
que, si las Comisiones locales no funcionaran como todos es- 
peramos, se  tuviera q u e  reformar la Constitución, porque 
hubiera consenso social, para inclinarnos por el esquema se- 
ñalado de una sola Comisión Nacional con delegaciones. 

La Constitución acertadamente no  señala nombres a estos 
organismos, por lo que el legislador ordinario puede adoptar el 
que crea más conveniente. Hasta ahora s61o se han dado dos 

1 tendencias: una mayoritaria para nombrarlas Comisiones y una 

I segunda, Procuradurías. 
El Congreso Federal, por medio de  la Ley Orgánica, optó 

1 por preservar para el organismo nacional la denominación de 
i Comisión Nacional de Derechos Humanos, lo cual es correcto, 

I porque con ese nombre nació, con él se ha desarrollado y con 
+ él lo conoce la sociedad. Si se le hubiera cambiado la denomi- 

nación no se habría ganado nada y sí se hubiera prestado a 
confusiones respecto a si su labor y protección iban a ser di- 
ferentes. 

Estos organismos son parte del Estado mexicano, no del go- 
bierno, porque tienen carácter público, cumplen con una función 
que a éste le corresponde en forma primordial; su presupuesto 
proviene de fondos públicos; sus funciones están precisadas en la 
Constitución y en las respectivas leyes; gozan de autonomía res- 
pecto a cualquier autoridad o funcionarios públicos; sus diri- 
gentes gozan de una serie de  garantías para hacer efectiva la 
autonomía del organismo y este principio se ve reforzado en que 
es el propio organismo -generalmente su Consejo- el que ex- 
pide su Reglamento Interno, el cual -claro está y no hay nin- 
guna duda al respecto- debe respetar los marcos que señala la 
Constitución y la Ley. 
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En virtud de su autonomía, estos organismos están dotados 
de un Consejo integrado por miembros distinguidos de la so- 
ciedad, para que ella esté presente en su funcionamiento. Así, 
estos organismos son parte del Estado, pero también son repre- 
sentantes de la sociedad, lo cual los refuerza en su labor de pro- 
tección y defensa de los Derechos Humanos. 

El artículo 102 constitucional es muy claro al disponer que 
esos organismos protegerán los Derechos Humanos que otorga 
el orden jurídico mexicano. ¿Cuáles son éstos? Los que se en- 
cuentran en la Constitución Política & los Estados Unidos Mexica- 
nos, en las Constituciones locales, en las leyes ordinarias y en 
los tratados y convenios internacionales celebrados por México, 
aprobados por el Senado y ratificados por el Gobierno, en vir- 
tud de que el artículo 133 de la propia Constitución los consi- 
dera derecho i n t e r n ~ . ~  

En los últimos tiempos 'se han realizado publicaciones valio- 
sas para difundir y divulgar los Derechos Humanos de los mexi- 
canos, pero fundamentalmente aquéllos que están contenidos 
en la Constitución. Aún no tiene amplia difusión cuáles son los 
que también poseemos derivados de los tratados y convenios 
internacionales que México ha ratificado. 

2. La eqedición de Recomendaciones púbCicas autónomas 
no obligatorias para la autoridad 

El anterior principio es el que configura principalmente a estos 
organismos como un Ombudsman, y a su vez contiene tres ele- 
mentos: a) son Recomendaciones, por tanto no son obligato- 
rias para la autoridad, b) son autbnomas y c) son públicas. 

a) Si las Recomendaciones fueran obligatorias para la autoridad, se 
convertirían en sentencias, o sea en decisiones jurisdiccionales, y 
en esta forma estos Ornbudsmen dejarían de ser tales, para «a- 
formarse en tribunales "con todas las formalidades procesales que 

Héctor Fix-Zamudio. Constitucionalimcidn del Ombudsman en el Ordenamfento 
Mexicano. Trabajo a publicarse pr6ximamente. Versión mecanográfica, p. 55. 
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ello implica".4 Serían cada uno de  ellos un tribunal más, con todas 
las ventajas y desventajas que ello tiene; pero precisamente es lo 
que no se desea, sino un Ombudsman que actúe con un procedi- 
miento flexible y antiburocrático, con un mínimo de  formalidades 
y cuya resolución pueda ser rápida y sin costo económico para el 
quejoso o el agraviado, y es por ello que "se transforman en 
auxiliares de los órganos jurisdiccionales, sin sustituirlos". 

b) Las Recomendaciones son autónomas: es decir, ninguna autori- 
dad o persona puede señalar y ni siquiera sugerir cuál debe ser 
su sentido. Las Recomendaciones sólo pueden tener como fun- 
damento las evidencias del expediente, que son las que aportan 
las partes y las que los organismos consiguen en la investigación 
que realizan. 

De este principio se deriva la propia autonomía de los organis- 
mos, porque un organismo que no fuera autónomo no  podría 
expedir Recomendaciones autónomas. Su autonomía e imparciali- 

I 
dad son elementos sine qua non para su correcto funcionamiento. 

l A estos aspectos nos hemos referido en otro ensayo? y ahí hemos 
precisado que hay que cuidar mucho las garantías procesales de  
nombramiento, salario, estabilidad y responsabilidad de  los prin- 

: 
cipales funcionarios de  esos organismos, así como la necesidad de  
contar con un presupuesto adecuado, como elementos esenciales , 

1 de  la autonomía que estos organismos deben poseer. 
c) Las Recomendaciones son públicas; es decir, deben ser del conoci- 

miento de la sociedad. Este aspecto es importantísimo para el éxito 
del Ombudsman. Sólo figurémonos lo que serían Recomendacio- 
nes secretas. El Ombudsman hubiera fracasado, ya que su autori- 
dad es sólo moral y necesita el respaldo de  la opinión pública. 

La autoridad se siente inclinada a aceptar  la Recomendación, 
1 entre otras razones, por el costo político q u e  le tendría recha- 

zarla, ya q u e  la op in ión  pública está muy  b ien  informada del 
contenido de esa Recomendación. Así, s u  publicidad se convier- 

: te en piedra angular de todas las acciones del Ombudsman, pe- 
i ro especialmente de sus Recomendaciones. 

Héctor Fi-Zamudio, obra citada, p. 58. 
~ o r ~ e  Carpizo. Algunas n?flexiones sobre el Ombudsman y los Llemcbos Humanos, 

Comisión Nacional de  Derechos Humanos, México, 1992, pp. 13-14. 
Nota del editor: Véanse las pp. 43-74 del presente volumen. 
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3. El establecimiento de su competencia * 

La Constitución señala una regla general para la competencia 
de estos organismos: "conocerán de quejas en contra de actos 
u omisiones de naturaleza administrativa provenientes de cual- 
quier autoridad o servidor público, con excepción de los del 
Poder Judicial de la Federación, que violen estos derechos". 

Por tanto, su competencia es precisa: podráin conocer actos 
u omisiones administrativas de cualquier autoridad que viole 
los Derechos Humanos. Así, quedan excluidos los actos jurisdic- 
cionales y legislativos provenientes de cualquier autoridad. En 
consecuencia, sí pueden examinar los actos administrativos de 
los tres Poderes que violen esos Derechos: Ejecutivo, Legislativo 
y Judicial, con la única excepción que la propia Constitución 
señala y de la cual nos ocuparemos después: los actos adminis- 
trativos del Poder Judicial Federal. 

De estos principios se deriva otro: estos organismos no son 
instituciones de primera instancia. S610 pueden actuar por ac- 
tos u omisiones de la autoridad. Por ejemplo: son completa- 
mente incompetentes para recibir la denuncia de un delito 
substituyendo al respectivo Ministerio Público o para admitirla 
cuando se alegue que ha incurrido en omisión el Ministerio Pú- 
blico que aún no ha tenido tiempo de actuar o porque no haya 
logrado esclarecer un ilícito unos días después de cometido éste. 

4. La exclusión de ciertas materias de su competencia 

La Constitución establece que estos "organismos no serán com- 
petentes tratándose de asuntos electorales, laborales y jurisdic- 
cionales". 

La exposición de motivos del proyecto presidencial señaló 
las principales razones para estas exclusiones de competencia y 
dijo: 

En el aspecto electoral, que estas instituciones deben mantenerse al 
margen del debate político. De intervenir en él, correrían el riesgo de 
verse involucrados en las controversias de esta índole, que invada- 
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blernente están dotadas de un contenido y orientación propios de las 
corrientes y agrupaciones políticas actuantes de la sociedad. Ello 
debilitaría su autoridad y podría afectar su necesaria imparcialidad. 

En lo que toca a los conflictos laborales, debe tenerse presen- 
te que se trata de controversias entre particulares; esto es, no 
se da la posibilidad de que una autoridad o un servidor público 
atente contra los Derechos Humanos de alguna de las partes. Aho- 
ra bien, aun cuando una de las partes fuese el propio Estado, éste 
no estaría actuando como tal sino como patrón. Es por ello, que 
estos asuntos tampoco deben corresponder a su competencia. Lo 
contrario signif caría que estos organismos duplicaran o sustituye- 
ran las funciones propias de las juntas laborales. 

Por lo que hace a las cuestiones jurisdiccionales, la razón es 
que debe respetarse estrictamente la independencia del Poder Ju- 
dicial Federal como la mayor garantía de la vigencia de  nuestro 
estado de derecho. Las instituciones de Derechos Humanos, reite- 
ramos, no pueden suplir o sustituir en modo alguno a los órga- 
nos encargados de la impartición de justicia en cualesquiera de 
sus respectivas jurisdicciones. 

1 Al respecto, el distinguido académico y luchador por los Dere- 
1 

1 chos Humanos, doctor Miguel Concha, ha escrito: "Sin embar- 
b 

go, esta posibilidad d e  atender todo tipo d e  quejas d e  todas 
partes puede paralizar al organismo nacional. No es posible que 
una sola institución se encargue de  atender las quejas por todas 
las violaciones de Derechos Humanos en  un  país que justamente 
se caracteriza por no  haber accedido todavía a una cultura de  ca- 
bal respeto a esas garantías. Por ello se hace necesario que operen 
organismos estatales con idénticas c~tribuciones."~ 

En otra ocasión7 hemos manifestado las principales razones 
de  esas exclusiones de competencia. Ahora las recordamos: 

A) Respecto a la falta de  competencia de  estos organismos en  
materia electoral, debe tenerse en  cuenta que  los Ombudsmen 

Miguel Concha Malo, obra citada, p. V. 
Jorge Carpizo. ¿Qué es /a Comisión Nacional de Lkmcbos Humanos? Comisión 

Nacional de Derechos Humanos. México 1990; 20-24 pp. 
Nota del editor: Véanse las pp. 3-4 1 de la presente obra. 
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de otros países no tienen competencia en esta materia, y ello se 
debe al carácter apolítico y apartidism de esta clase de órganos. 
Intervenir en la contienda política por antonomasia puede vul- 
nerar su calidad moral. Las pasiones políticas pueden envolver 
en  tal forma al Ornbudsman que lo debiliten para cumplir I;rs 
funciones por las que primordialmente fue creado: proteger y 
defender la vida de las personas, su integridad, libertad, digni- 
dad y seguridad jurídica. 

Así, no intervienen esos organismos en cuestiones electora- 
les porque: 

a) No pueden substituir a los congresos federal, locales y a los 
tribunales electorales en donde existen; 

b) Se convertirían en superpoderes por encima de lob poderes legis- 
lativos y judiciales; 

c) Intervendrían en las disputas políticas del país, sin aportar casi 
nada, a cambio de arriesgar su función como ~mbdusmen. 

B) Esos organismos no pueden intervenir en asuntos jurisdic- 
cionales porque: 

a) Siempre tiene que existir una última instancia de decisión, la cual 
revisa los fallos de la instancia de jerarquía inferior. Generalmente 
esta última instancia corresponde al Poder Judicial, y excepcional- 
mente puede ser el Poder Legislativo, como en los juicios de 
responsabilidad política; 

b) Los casos tienen que tener un final, no pueden estar indefinida- 
mente pendientes y cuando éste se alcanza, la sentencia adquiere 
valor de cosa juzgada, de verdad legal, lo que contribuye a refonar 
la seguridad jurídica; 

c) No es posible ni conveniente que se trate de suplir o de interferir 
en la labor jurisdiccional, la cual se desarrolla por etapas señaladas 
por la ley, y es el juez quien mejor conoce el expediente base de la 
sentencia; 

4 La independencia del Poder Judicial no puede ser vulnerada; ésta 
es una de las mejores garantías para la defensa de la libertad, la 
dignidad y la seguridad jurídica de los individuos y, en general, 
para el fortalecimiento de la democracia; 
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e) Se desquiciaría todo el orden jurídico si un órgano interviene en la 
competencia y funciones jurisdiccionales que corresponden al 
poder judicial. 

C )  Esos organismos no poseen competencia tratándose de 
asuntos laborales, porque: 

a) Esta clase de conflictos generalmente se da entre particulares: 
patrón-trabajador, y si en la relación no interviene un servidor 
público no existe violación de Derechos Humanos; quizás podrá 
haber un delito o una violación laboral, pero no de Derechos 
Humanos; 

b) N o  es posible substituir a la Junta Federal de Conciliación y 
Arbitraje ni a las juntas locales, ni a los Tribunales de Circuito; 

c) Al final de cuentas, las controversias laborales se convierten en 
, asuntos jurisdiccionales, y aquí se aplican los mismos argumentos 

i esgrimidos en el inciso anterior. 

1 Cuando en la relación laboral una de las partes es el Estado, a 
I éste se le considera como patrón. 

9 

5. La figura del Ombudsman judicial 

El Ombudsman judicial implica que se pueden revisar los actos 
administrativos del Poder Judicial, únicamente los administrati- 
vos, y por ningún motivo los de carácter jurisdiccional, ya que 
el Ombudsman no puede substituir al juez. 

Es decir, un  Ombudsman no puede conocer de una cues- 
tión jurisdiccional; no puede involucrarse en el problema jurí- 
dico de fondo que está conociendo un juez, ni puede revisar 
una sentencia. La regla general es que el Ombudsman, reitera- 
mos, no puede substituir al juez, el cual le merece todo respe- 
to, porque, si lo hiciera, podría resultar más dañina la medicina 
que la enfermedad. 

Lo que se discute en la función del Ombudsmun judicial es 
si éste puede conocer y hacer Recomendaciones a los jueces so- 
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bre aspectos de procedimiento que no tengan caráCter jurisdk- 
cional y sobre actos u omisiones administrativas de  aquéllo^.^ 

Personalmente, estoy a favor del Ombudsman judicial, y 
considero que son válidas las razones que expone el profesor 
Donald C. Rowat para apoyarlo, a saber: que la supervisión la 
realiza una persona fuera del sistema, lo que elimina la posibili- 
dad de pensar que los jueces se estén protegiendo mutuamente: 
es s61o una Recomendación que no tiene obligatoriedad; se refiee 
únicamente a aspectos administrativos; y generalmente, respecto a 
la conducta de los jueces, emite reprimendas o críticas. No es 
usual que se refiera a conductas graves, pero el que lo pueda ha- 
cer resulta. en un buen estímulo para la rectitud judicial? 

Ahora bien, como ya señalamos, los organismos protectores 
de Derechos Humanos, en México, sí pueden ejercer esta Eacul- 
tad de  Ombudsman judicial, pero exclusivamente respecto a 
los poderes judiciales de las entidades federativas y no, porque 
así lo dice expresamente la Constitución, en relación a los actos 
administrativos del Poder Judicial Federal. Desde luego que lo 
anterior suena contradictorio: ¿por qué sí respecto a los actos 
administrativos de los poderes judiciales locales y no respecto a 
los del Poder Judicial Federal? 

En los debates legislativos que se suscitaron en la Cámara de Di- 
putados, el representante Amador Rodríguez Lozano expresó una 
razón: "de acuerdo con nuestro sistema jurídico-constitucional, 
el Poder Judicial es el órgano último que emite un dictamen sobre 
la constitucionalidad de leyes y actos".1° 

Miguel Concha, al respecto, ha escrito que "en materia tan 
fundamental y delicada como es el respeto y cabal vigencia de 
los Derechos Humanos, la Suprema Corte de Justicia de la Na- 
ción hubiera querido reivindicar su independencia con relación 
al Ejecutivo".ll 

~ o r ~ e  Carpizo, primen obra citada, p. 20. 
Donalci C. Rowat. "¿Por qué un Ombdusman para supervisar Los Tribunales?", en 

Informe del Primer Congreso de Ombudsmanship de San Juan. El OmbudsmunjudIdal, 
Oficina del Procurador del Ciudadano. San Juan de Puerto Rico, 1991, p. 29. 

'O Mencionado por José Luis Stein Velasco, obra citada, p. 111. 
l1 Miguel Concha M:ilo, obra citada, p. IV. 
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Pues bien, realmente, dicha exclusión se debe a que el Po- 
der Judicial Federal así se lo solicitó expresamente al Presidente 
de  la República, manifestando los siguientes argumentos: 

a) Que en México, el Poder Judicial Federal tiene una doble vertiente: 
como poder de la Federación y como Poder del Estado Federal, 
al poseer la facultad de interpretar la Constitución en última 
instancia, y por ello se encuentra jerárquicamente encima de los 
tres poderes de la Federación; que, en consecuencia, ningún 
órgano le puede indicar cómo actuar, aunque sólo se trate de 
Recomendaciones; 

b) Que el Poder Judicial Federal tiene sus propios órganos de control, 
ya que la conducta de los jueces y magistrados, de acuerdo con la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación en su artículo 12, 
fracciones XXXTV y XXXV, se encuentra bajo la vigilancia de la 

~ Suprema Corte de Justicia de la Nación; 
1 c) Que el régimen de inspección por parte de los Ministros es ya de 
I por sí una especie de Ombudsman judicial que se encuentra 

dentro de ese propio poder. 
1 

I Además, la Suprema Corte d e  Justicia prometió que  afinaría y 
reforzaría sus propios órganos y sistemas internos de  control. 

, En la postura expuesta en  los párrafos anteriores realmente 
lo que salta a la vista es el sentimiento de que los jueces no desean 
que un órgano externo a ellos pueda intervenir en su control y el 
temor de que se pueda vulnerar su autonomía. 

El Presidente de la República ponderó las razones del Poder 
Judicial Federal y decidió aceptarlas para evitar un enfrentamiento 
entre los poderes y para borrar cualquier suspicacia de  que a tra- 
vés del Ombudsman judicial se intentara la más mínima interfe- 
rencia a la independencia de  ese poder, lo cual jamas pasó por 

l 

su  mente ni por la de los redactores del proyecto. 

6.  L a  creación de un sistema nacional no jurisdiccional 
de protección de los Derechos Humanos 

La última frase del artículo 102, Apartado B, de  la Constitución 
dispone que  "El organismo que  establezca el Congreso d e  la 
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Unión conocerá de las inconformidades que se presentan en  
relación con las Recomendaciones, acuerdos u omisiones de los 
organismos equivalentes de los Estadosn. 

Este párrafo está inspirado en uno de los aspectos de la larga y 
fructífera tradición de nuestro juicio de amparo; es decir, que la 
defensa de los Derechos Humanos es tan extraordinariamente im- 
portante que tiene que existit una unidad de interpretación, cues- 
tión que después permearía a toda la Constitución. Por ello, existe 
un sistema nacional jurisdiccional de defensa y protección de los 
Derechos Humanos, que es el benemérib juicio de amparo. 

Esta idea, aunada a la de nuestro federalismo, es la que tie- 
ne por resultado la existencia de organismos locales de protección 
de Derechos Humanos, pero cuyas Recomendaciones, acuerdm y 
omisiones pueden ser recurridas ante la Comisibn Nacional de 
Derechos Humanos. Así, se crea un sistema nacional no juris- 
diccional de defensa y protección de Derechos Humanos. 

Estos dos sistemas no son antagónicos entre sí. Al contario, 
se completan uno con el otro. Sus finalidades son las mismas; 
la diferencia se encuentra -y ella es extraodinariamente impor- 
tante- en que mientras uno de los sistemas tiene carácter ju- 
risdiccional, el otro lo tiene no jurisdiccional. La sentencia de 
amparo, desde luego, obliga a toda autoridad y su incumplimiento 
puede ser inclusive causa de destitución de la autoridad incumpli- 
da por parte del H. Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación; en cambio las Recomendaciones del Orn&udsman no vin- 
culan a la autoridad, y su cumplimiento se basará esencialmente 
en su prestigio moral y en el respaldo que reciba de la opinibn 
pública.12 

En consecuencia, con base en el sistema nacional no ju- 
risdiccional de defensa y protección de los Derechos Huma- 
nos, las Recomendaciones, acuerdos y omisiones de  los 
organismos locales pueden ser recurridos ante el de carácter 
nacional. 

Así, la competencia del organismo nacional es la siguiente: 

l2  osé Luis Stein Velasco, obra citada, p. 115. 
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a) De primera y última instancia, en violaciones de Derechos Huma- 
nos en los cuales interviene una autoridad o funcionario federales. 
Aquí queda incluido el caso de que en un asunto específico tengan 
responsabilidad tanto un funcionario federal como uno local; 

b) De segunda y última instancia, respecto a las Recomendaciones, 
acuerdos u omisiones de los organismos locales, y 

c) En casos de importancia nacional, el organismo de este carácter 
puede atraer cualquier asunto, aunque ya lo esté conociendo un 
organismo de carácter local. 

Ahora bien, en virtud de que el artículo 102, Apartado B, de nues- 
, tra constitución configura un sistema nacional, si la ley de una en- 

tidad federativa que crea un organismo local viola algunos de los 
principios constitucionales aquí expuestos, el organismo nacional 
podrá resarcir esa violación u omisión en defensa de ese sistema 
nacional. Por ejemplo, si una ley local excluye al organismo 

l respectivo del conocimiento de violaciones de Derechos Huma- 
t nos respecto a actos u omisiones administrativos del poder ju- 
t dicial local entonces el organismo nacional sí puede conocer 
1 

! esa violación en única instancia, para no dejar en la indefen- 
t sión a la persona ofendida y para fortalecer precisamente el sis- 
t tema nacional no jurisdiccional de protección de los Derechos 

Humanos. Esta atribución la establece claramente la Ley de la 
Comisión Nacional en su artículo 60, que regula la mencionada 
facultad de atracción. De manera expresa y con toda razón, así 
lo ha determinado el Consejo de la Comisión Nacional en su 
acuerdo 1/93.13 

7 .  Las disposiciones transitorias 

El decreto de esta reforma constitucional incluye dos artículos 
transitorios, cuyo principal contenido es el siguiente: 

a) Mientras se establecían los organismos locales de protección de 
Derechos Humanos de acuerdo con la reforma constitucional, la 

l3 Acuerdo 1B3 del Consejo de la Comisión Nacional de Derechos Humanos publi- 
cado en la Gaceta de la CNDH, núm. 30, México, 1993, p. 11. 
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Comisión Nacional continuaría conociendo de las quejas. Esta 
disposición es muy acertada porque no existió ningún periodo ni 
ninguna laguna en la aplicación del'sistema nacional no jurlsdfc- 
cional de los Derechos Humanos. 

Además, esos organismos tienen que ser estructurados pre- 
cisamente como señala la Constitución del país. Así, por ej- 
plo, en Aguascalientes existía un Ombudsman local, pero que 
no reunía todos los requisitos constitucionales. Luego, la com- 
petencia de primera instancia seguía surtiéndose a favor de h 
Comisión Nacional; 

b) Los organismos -0mbudsmen- locales que ya existían y estaban 
constituídos de acuerdo con los mandatos constitucionales, red- 
birían las quejas aún no resueltas por la Comisión Nacional en un 
término de treinta días naturales a partir de la publicación de ese 
decreto en el Dfario Oficial de la Federación. 

Y conforme los organismos locales se fueran constituyendo, la 
Comisión Nacional les iría entregando los expedientes en trámite, 
tan pronto como ellos estuvieran no sólo creados, sino en posibi- 
lidad de comenzar sus labores; 

c) A las legislaturas de las entidades federativas se les estableció d 
término de un año, a partir de la publicación de la reforma consti- 
tucional, para que crearan sus Ombudsmen locales. Es decir, ese 
término se venció el 28 de enero de 1993. 

Realmente, muchas legislaturas locales cumplieron con lentitud 
esta orden constitucional. Al lo. de febrero de 1993, la Comi- 
sión Nacional s610 había entregado los expedientes respectivos 
a 8 Estados, porque eran los que reunían los requisitos consti- 
tucionales y eran los que se encontraban en posibihdad de la- 
borar. Estos Estados eran: Baja California, Coahuila, Colima, 
Guerrero, Hidalgo, Morelos, Nayarit y Tamaulipas. 

Además, a ese día -lo. de febrero de 1993- existían diez 
Estados que ya habían expedido la ley que creaba al Ombudsman 
local de acuerdo con las características que indica la Constituci6n, 
pero aun esos organismos no comenzaban realmente a trabajar 
y, por tanto, la Comisión Nacional aún no les entregaba los ex- 
pedientes en trámite que les correspondían. Estos Estados eran: 
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Campeche, Chihuahua, Estado de México, Nuevo León, Queré- 
taro, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sonora, Tabasco y Veracruz. 

Esta fue la evolución hacia la "constitucionalizaci6n" del 
Ombudsman en México. Fue una evolución realmente hermosa 
en la cual su principal protagonista fue una sociedad madura e 
informada que no se dejó engañar ni desconcertar por  los 
"profetas" ignorantes, desinformados y de mala fe. Y nuestra so- 
ciedad fue apoyada por el Presidente de la República así como 
por numerosos dirigentes de organizaciones no gubernamenta- 
les de Derechos Humanos; y por muchos distinguidos aboga- 
dos, académicos e intelectuales; y los miembros del Consejo, 
funcionarios y trabajadores de la Comisión Nacional de Dere- 
chos Humanos. 

En verdad fue una evolución muy bella que muchos vivimos 
intensamente, pues enriqueció nuestra existencia y nos otorgó 
una gran oportunidad de servir a la sociedad, principalmente a 
sus miembros que más lo necesitan. El Presidente Carlos Sali- 
nas de Gortari es un convencido de los beneficios de la institu- 

l ción del Ombudsman; la impulsó, respaldó y apoyó. Hemos 
l escrito estas páginas como un testimonio de esa evolución. Fui- 

mos sus actores y sus testigos y de ellos nos sentimos muy or- 
gullosos. 

20 de febrero de 1993 
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